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Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia

Obligación de respetar los derechos, Integridad personal, Libertad 
Personal, Garantías judiciales, Protección judicial, Obligación 
de reparar

Hechos de la demanda: Supuesta privación de la libertad personal y vul-
neración de la integridad personal de Wilson Gutiérrez Soler, perpetradas 
por un agente del Estado y un particular (ex agente del Estado) que, con 
la aquiescencia de servidores públicos, emplearon los medios a dispo-
sición de la Fuerza Pública para detener a la presunta víctima e intentar 
extraerle una confesión mediante torturas, por la alegada comisión de un 
ilícito —del cual eventualmente la justicia nacional lo declaró inocen-
te”. A nivel interno, el señor Gutiérrez Soler “supuestamente agotó todos 
los medios a su alcance para lograr justicia y reparación”; sin embargo, 
sus denuncias fueron desestimadas. En este sentido, la Comisión señaló 
que “la presunta impunidad de los responsables y la falta de reparación, 
transcurridos diez años de los hechos, no sólo han destruido el proyecto 
de vida de Wilson Gutiérrez Soler y de los miembros de su familia, sino 
que han tenido un impacto negativo en su seguridad y en algunos casos 
los ha forzado al exilio”.

Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 5 de noviem-
bre de 1999

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 26 de marzo de 
2004

Etapa de Fondo, Reparaciones y Costas

Corte IDH. Caso Gutiérrez Soler vs. Colombia. Fondo, Reparaciones 
y Costas, Sentencia del 12 de septiembre de 2005, Serie C, No. 132.
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Voto Razonado del Juez Sergio García Ramírez
Voto Razonado Concurrente del Juez Oliver Jackman
Voto Razonado del Juez Antônio A. Cançado Trindade

Composición de la Corte: Sergio García Ramírez, Presidente; Alirio 
Abreu Burelli, Vicepresidente; Oliver Jackman, Juez; Antônio A. Cança-
do Trindade, Juez; Manuel E. Ventura Robles, Juez; Diego García-Sayán, 
Juez; y Ernesto Rey Cantor, Juez ad hoc; presentes, además*, Emilia Se-
gares Rodríguez, Secretaria Adjunta.

Artículos en análisis: CADH: 5o. (Integridad personal); 7o. (Liber-
tad personal); 8o. (Garantías judiciales); y 25 (Protección judicial) de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, en relación con la obli-
gación establecida en el artículo 1.1 (Obligación de respetar los dere-
chos); 63.1 (Obligación de reparar) de la misma. Convención Interame-
ricana contra la Tortura: artículos 1o., 6o. y 8o.

Otros instrumentos y documentos citados

Manual para la investigación y documentación eficaces de la tor-——
tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (“el 
Protocolo de Estambul”).

Asuntos en discusión: A) Fondo: Medidas provisionales; Prueba 
(principio del contradictorio, recepción y valoración): Prueba documen-
tal, Prueba testimonial y pericial, Valoración de la prueba: Valoración de 
la prueba documental (declaraciones juradas no rendidas ante fedatario 
público); Valoración de la prueba testimonial y pericial; Violación a la In-
tegridad personal (artículo 5o.) e incumplimiento de las obligaciones con-
tenidas en los artículos 1o., 6o. y 8o. de la Convención Americana contra 
la Tortura (Reconocimiento de responsabilidad internacional; petición de 
derechos nuevos distintos a los establecidos en la demanda por la Comi-
sión, investigación ex officio en casos de tortura, violación a la integridad 
personal de los familiares de las victimas). B) Reparaciones: Obligación 
de reparar (aplicación del artículo 63.1 de la Convención Americana) 

*		 El Secretario de la Corte, Pablo Saavedra Alessandri, informó al Tribunal que, por 
motivos de fuerza mayor, no podía estar presente en la deliberación y firma de la presente 
Sentencia.
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(restitutio in integrum, imposibilidad de alegar disposiciones de derecho 
interno para no cumplir la obligación de reparar): A) Beneficiarios, B) 
Daño material (concepto, alcance): a) Pérdida de ingresos, b) Daño pa-
trimonial familiar; C) Daño inmaterial, D) Proyecto de vida, E) Otras for-
mas de reparación (medidas de satisfacción y garantías de no repetición): 
a) Obligación del Estado de investigar los hechos del caso, e identificar, 
juzgar y sancionar a los responsables; b) Tratamiento médico y psicoló-
gico; c) Publicación de las partes pertinentes de la presente Sentencia; 
d) Difusión y aplicación de la jurisprudencia del Sistema Interamericano 
de Protección de Derechos Humanos sobre la jurisdicción penal militar; 
e) Implementación de los parámetros del Manual para la investigación y 
documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes (“el Protocolo de Estambul”); f) Fortalecimiento 
de los controles en centros de detención; Costas y gastos; Modalidad de 
cumplimiento (plazo, moneda, mora, supervisión de cumplimiento).

A) Fondo

Medidas provisionales

35. El 11 de marzo de 2005, después de escuchar las declaraciones de 
los señores Wilson y Ricardo Gutiérrez Soler (infra párr. 42), así como 
los alegatos finales orales de la Comisión Interamericana, los represen-
tantes y el Estado, la Corte emitió una Resolución en la que ordenó al Es-
tado que adoptara medidas provisionales para proteger la vida, integridad 
personal y libertad personal de varias personas.1

Prueba (principio del contradictorio, recepción y valoración)

37. En materia probatoria rige el principio del contradictorio, el cual 
respeta el derecho de defensa de las partes. El artículo 44 del Reglamento 
contempla este principio, en lo que atañe a la oportunidad en que debe 
ofrecerse la prueba para que haya igualdad entre las partes.2

1		 Cfr. Caso Gutiérrez Soler. Medidas Provisionales, Resolución de la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos del 11 de marzo de 2005, disponible en: www.corteidh.or.cr.

2		 Cfr. Caso Acosta Calderón, Sentencia del 24 de junio de 2005, Serie C, No. 129, 
párr. 40; Caso YATAMA, Sentencia del 23 de junio de 2005, Serie C, No. 127, párr. 106; 
y Caso Fermín Ramírez, Sentencia del 20 de junio de 2005, Serie C, No. 126, párr. 43.
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38. Según la práctica del Tribunal, al inicio de cada etapa en la primera 
oportunidad que se les concede para pronunciarse por escrito, las partes 
deben señalar qué pruebas ofrecerán. Además, en ejercicio de las potes-
tades discrecionales contempladas en el artículo 45 de su Reglamento, la 
Corte o su Presidente podrán solicitar a las partes elementos probatorios 
adicionales como prueba para mejor resolver, sin que ello se traduzca en 
una nueva oportunidad para ampliar o complementar los alegatos, salvo 
que el Tribunal lo permita expresamente.3

39. La Corte ha señalado, en cuanto a la recepción y valoración de la 
prueba, que los procedimientos que se siguen ante ella no están sujetos 
a las mismas formalidades que las actuaciones judiciales internas, y que 
la incorporación de determinados elementos al acervo probatorio debe 
ser efectuada prestando particular atención a las circunstancias del caso 
concreto y teniendo presentes los límites que impone el respeto a la se-
guridad jurídica y al equilibrio procesal de las partes. Además, la Corte 
ha tenido en cuenta que la jurisprudencia internacional, al considerar que 
los tribunales internacionales tienen la potestad de apreciar y valorar las 
pruebas según las reglas de la sana crítica, no ha adoptado una rígida 
determinación del quantum de la prueba necesaria para fundar un fallo. 
Este criterio es válido para los tribunales internacionales de derechos hu-
manos, que disponen de amplias facultades en la valoración de la prueba 
rendida ante ellos sobre los hechos pertinentes, de acuerdo con las reglas 
de la lógica y con base en la experiencia.4

40. Con fundamento en lo anterior, la Corte procederá a examinar y 
valorar los elementos probatorios documentales remitidos por la Comi-
sión, los representantes y el Estado en diversas oportunidades procesales 
o como prueba para mejor resolver que les fue solicitada por el Tribunal 
y su Presidente, así como la prueba pericial y testimonial rendida ante la 
Corte durante la audiencia pública, todo lo cual conforma el acervo pro-
batorio del presente caso. Para ello, el Tribunal se atendrá a los principios 
de la sana crítica, dentro del marco legal correspondiente.

3		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 41; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 107; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 44.

4		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 42; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 108; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 45.



CASO GUTIÉRREZ SOLER VS. COLOMBIA 399

Prueba documental

41. Los representantes remitieron declaraciones testimoniales y un 
dictamen pericial, en respuesta a lo dispuesto por el Presidente en su Re-
solución del 1o. de febrero de 2005 (supra párr. 21). […]

Prueba testimonial y pericial

42. El 10 y 11 de marzo de 2005 la Corte recibió en audiencia pública 
las declaraciones de los testigos y los peritos propuestos por la Comisión 
Interamericana y por los representantes. […]

Valoración de la prueba

Valoración de la prueba documental (declaraciones 
juradas no rendidas ante fedatario público)

43. En este caso, como en otros,5 el Tribunal admite el valor probato-
rio de aquellos documentos presentados por las partes en su oportunidad 
procesal, o como prueba para mejor resolver de conformidad con el artí-
culo 45 de su Reglamento, que no fueron controvertidos ni objetados, ni 
cuya autenticidad fue puesta en duda.

44. La Corte considera útil para la resolución del presente caso copia 
de “la totalidad del expediente seguido en la Justicia Penal Militar contra 
el Coronel Luis Gonzaga Enciso Baron, por el delito de Lesiones Perso-
nales en la persona de Wilson Gutiérrez Soler”, remitida por el Estado el 
16 de febrero de 2005 (supra párr. 23), en cuanto no fue controvertida ni 
objetada, ni se puso en duda su autenticidad o veracidad. Por lo tanto, se 
agrega al acervo probatorio, conforme al artículo 45.1 del Reglamento.6

45. Respecto de las declaraciones juradas no rendidas ante fedatario 
público por los testigos Yaqueline Reyes, Luisa Fernanda Gutiérrez Re-

5		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 45; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 112; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 48.

6		 Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, Sentencia del 17 de junio de 2005, Serie 
C, No. 125, párr. 44; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, Sentencia del 01 de marzo 
de 2005, Serie C, No. 120, párr. 41; y Caso Lori Berenson Mejía, Sentencia del 25 de 
noviembre de 2004, Serie C, No. 119, párr. 81.
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yes, Leydi Caterin Gutiérrez Peña, Leonardo Gutiérrez Rubiano, Sulma 
Tatiana Gutiérrez Rubiano, Ricardo Alberto Gutiérrez Rubiano y Carlos 
Andrés Gutiérrez Rubiano, así como por el perito Iván González Amado, 
todos propuestos por los representantes (supra párrs. 22 y 24), la Corte 
las admite en cuanto concuerden con el objeto que fue definido en la Re-
solución dictada por el Presidente el 1o. de febrero de 2005 y las apre-
cia en el conjunto del acervo probatorio, aplicando las reglas de la sana 
crítica y tomando en cuenta las observaciones presentadas por el Estado. 
La Corte ha admitido en otras ocasiones declaraciones juradas que no 
fueron rendidas ante fedatario público, cuando no se afecta la seguri-
dad jurídica y el equilibrio procesal entre las partes.7 Como ha señalado 
este Tribunal, las declaraciones de las presuntas víctimas y sus familiares 
pueden proporcionar información útil sobre las alegadas violaciones y 
sus consecuencias.8 Asimismo, el Tribunal reconoce que, por razones de 
fuerza mayor, los representantes no pudieron presentar las declaraciones 
de María Elena Soler de Gutiérrez y Paula Camila Gutiérrez Reyes (su-
pra párr. 22).

46. La Corte considera útiles para la resolución del presente caso los 
documentos suministrados por las partes en sus alegatos finales escritos, 
en cuanto no fueron controvertidos ni objetados de forma específica, ni se 
puso en duda su autenticidad o veracidad, garantizándose así el derecho 
de contradicción. Por lo tanto, se agregan al acervo probatorio, conforme 
al artículo 45.1 del Reglamento.9

Valoración de la prueba testimonial y pericial

47. En relación con las declaraciones rendidas por los testigos y peri-
tos propuestos por la Comisión Interamericana y por los representantes 
en el presente caso (supra párr. 42), la Corte las admite en cuanto con-

7		 Cfr. Caso YATAMA, supra nota 2, párr. 116; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, 
supra nota 6, párr. 39; y Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, Sentencia del 2 de 
septiembre de 2004, Serie C, No. 112, párr. 84.

8		 Cfr. Caso YATAMA, supra nota 2, párr. 116; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, 
supra nota 6, párr. 43; y Caso de la Comunidad Moiwana, Sentencia del 15 de junio de 
2005, Serie C, No. 124, párr. 84. 

9		 Cfr. Caso YATAMA, supra nota 2, párr. 118; Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, 
párr. 52; y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 6, párr. 81.
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cuerden con el objeto del interrogatorio establecido por el Tribunal me-
diante la Resolución del 10 de marzo de 2005, y les reconoce valor pro-
batorio, tomando en cuenta las observaciones realizadas por el Estado. Al 
respecto, la Corte tendrá en cuenta dichas declaraciones conjuntamente 
con las otras pruebas aportadas por las partes. Este Tribunal estima que 
los testimonios de los señores Wilson y Ricardo Gutiérrez Soler no pue-
den ser valorados aisladamente por tratarse de una presunta víctima y su 
hermano y tener un interés directo en este caso, sino deben serlo dentro 
del conjunto de las pruebas del proceso.

Violación a la Integridad personal (artículo 5o.) e incumplimiento 
de las obligaciones contenidas en los artículos 1o., 6o. 
y 8o. de la Convención Americana contra la Tortura 
(Reconocimiento de responsabilidad internacional; petición 
de derechos nuevos distintos a los establecidos en la demanda 
por la Comisión, investigación ex officio en casos de tortura, 
violación a la integridad personal de los familiares de las victimas)

50. La Resolución de la Corte dictada el 10 de marzo de 2005 en el 
presente caso señaló en su parte considerativa:

1. Que el Estado […] desisti[ó] de la totalidad de las excepciones prelimi-
nares interpuestas en la contestación de la demanda de fecha 31 de agosto 
de 2004.

2. Que el Estado […] reconoci[ó] los hechos y su responsabilidad inter-
nacional por la violación de los artículos 5.1, 5.2 y 5.4; 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 
7.5 y 7.6; 8.1, 8.2.d, 8.2.e, 8.2.g y 8.3 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos.

3. Que dicho reconocimiento manifestado por el Estado […] no inte-
rrumpe el trámite de la recepción de la prueba ordenada en relación con las 
reparaciones y costas, independientemente de que el Tribunal oportuna-
mente resuelva el fondo del caso y la solicitud estatal de un plazo para in-
tentar llegar a una solución amistosa relativa a las referidas reparaciones.

Luego, la Corte resolvió:

1. Tener por retiradas todas las excepciones preliminares interpuestas por 
el Estado.
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2. Admitir el reconocimiento de responsabilidad internacional efectua-
do por el Estado, en los términos de los considerandos segundo y tercero 
de la […] Resolución.

3. Que ha cesado la controversia sobre los hechos, por lo que el Tribu-
nal oportunamente emitir[ía] la respectiva sentencia de fondo.

4. Continuar con la celebración de la audiencia pública convocada me-
diante Resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos de 1o. de febrero de 2005, y delimitar su objeto a las reparacio-
nes y costas en el presente caso. […]

51. La Corte tiene por probados los hechos a que se refiere el párrafo 
48 de esta Sentencia y, con base en ellos y ponderando las circunstancias 
del caso, procede a precisar las distintas violaciones encontradas a los 
artículos alegados.

52. En primer lugar, tal como lo reconoció Colombia, este Tribunal 
considera que el Estado incurrió en responsabilidad internacional por la 
violación de los derechos consagrados en los artículos 5.1, 5.2 y 5.4; 7.1, 
7.2, 7.3, 7.4, 7.5 y 7.6; 8.1, 8.2.d, 8.2.e, 8.2.g y 8.3 y 25 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del 
señor Wilson Gutiérrez Soler. En cuanto a la detención de éste, la Corte 
observa que la misma fue realizada sin orden escrita de autoridad judicial 
competente y en una situación no constitutiva de flagrancia.

Integridad personal (artículo 5o.) (incumplimiento 
de las obligaciones contenidas en los artículos 
1o., 6o. y 8o. de la Convención Americana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura petición de derechos nuevos distintos 
a los establecidos en la demanda por la Comisión, 
investigación ex officio en casos de tortura, violación 
a la integridad personal de los familiares de las victimas)

53. Sin perjuicio de lo anterior, la Corte reconoce que subsiste una 
controversia en relación con otras violaciones alegadas en el presente 
caso. En este sentido, los representantes alegaron que el Estado tam-
bién incumplió las obligaciones contenidas en los artículos 1o., 6o. 
y 8o. de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
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Tortura10 (en adelante “Convención Interamericana contra la Tortura”), 
aunque la Comisión Interamericana no presentó argumentos al respec-
to. El Tribunal ha establecido con claridad que los representantes pue-
den argumentar que ha habido otras violaciones diferentes de las ale-
gadas por la Comisión, siempre y cuando esos argumentos de derecho 
se atengan a los hechos contenidos en la demanda.11 Los peticionarios 
son los titulares de los derechos consagrados en la Convención; por lo 
tanto, privarlos de la oportunidad de someter sus propios alegatos de 
derecho constituiría una restricción indebida de su derecho de acceso a 
la justicia, que emana de su condición de sujetos del Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos.12

54. La Corte entiende que, a la luz de la obligación general de los Es-
tados Partes de respetar y garantizar los derechos a toda persona sujeta 
a su jurisdicción, contenida en el artículo 1.1 de la Convención Ameri-
cana, el Estado tiene el deber de iniciar de oficio e inmediatamente una 
investigación efectiva que permita identificar, juzgar y sancionar a los 
responsables, cuando existe denuncia o razón fundada para creer que se 
ha cometido un acto de tortura en violación del artículo 5o. de la Con-
vención Americana. Esta actuación está normada, además, de manera 

10		 Cfr. Artículo 1o.: “[l]os Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tor-
tura en los términos de la presente Convención”. Artículo 6o.: “[d]e conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 1o., los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir 
y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción. Los Estados partes se asegurarán 
de que todos los actos de tortura y los intentos de cometer tales actos constituyan delitos 
conforme a su derecho penal, estableciendo para castigarlos sanciones severas que tengan 
en cuenta su gravedad. Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para 
prevenir y sancionar, además, otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el 
ámbito de su jurisdicción”. Artículo 8o.: “[l]os Estados partes garantizarán a toda persona 
que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a 
que el caso sea examinado imparcialmente. Asimismo, cuando exista denuncia o razón 
fundada para creer que se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, 
los Estados partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio y de 
inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el 
respectivo proceso penal. Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respecti-
vo Estado y los recursos que éste prevé, el caso podrá ser sometido a instancias interna-
cionales cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado”.

11		 Cfr. Caso YATAMA, supra nota 2, párr. 183; Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, 
párr. 88; y Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 9, párr. 91.

12		 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 8, párr. 91; Caso De La Cruz Flo-
res, Sentencia del 18 de noviembre de 2004, Serie C, No. 115, párr. 122; y Caso “Instituto 
de Reeducación del Menor”, supra nota 7, párr. 125.
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específica en los artículos 1o., 6o. y 8o. de la Convención Interamerica-
na contra la Tortura que obligan a los Estados Partes a adoptar todas las 
medidas efectivas para prevenir y sancionar todos los actos de tortura 
dentro del ámbito de su jurisdicción, así como a garantizar que los ca-
sos de tortura sean examinados imparcialmente.13 En el presente caso, 
la Corte observa que Colombia no actuó con arreglo a esas previsiones, 
ya que a la fecha ninguna persona ha sido sancionada por las torturas 
infligidas al señor Wilson Gutiérrez Soler y que el propio Estado ha 
reconocido defectos en relación con las garantías judiciales de los pro-
cesos internos (supra párrs. 26, 28 y 48.10). Desde que entró en vigor 
en Colombia la referida Convención Interamericana contra la Tortura, 
el 18 de febrero de 1999, es exigible al Estado el cumplimiento de las 
obligaciones contenidas en dicho tratado. Por ello, para el Tribunal esta 
conducta constituye incumplimiento de las obligaciones contenidas en 
los artículos 1o., 6o. y 8o. de la Convención Interamericana contra la 
Tortura en lo que atañe a la obligación de prevenir y sancionar la tortura 
en el ámbito interno.

56. El artículo 5.1 de la Convención Americana establece que “[t]oda 
persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 
moral”. En el contexto del presente caso, se ha demostrado que tanto el 
señor Wilson Gutiérrez Soler como sus familiares han sido objeto, desde 
1994, de una campaña de amenazas, hostigamientos, vigilancia, deten-
ciones, allanamientos y atentados contra la vida e integridad personal 
(supra párr. 48.14). […]

57. En consecuencia, por haber padecido temor constante, angustia y 
separación familiar (supra párr. 48.14 a 48.17), la Corte concluye que 
los familiares del señor Wilson Gutiérrez Soler —es decir, Kevin Da-
niel Gutiérrez Niño, María Elena Soler de Gutiérrez, Álvaro Gutiérrez 
Hernández (fallecido), Ricardo Gutiérrez Soler, Yaqueline Reyes, Luisa 
Fernanda Gutiérrez Reyes, Paula Camila Gutiérrez Reyes, Leonardo Gu-
tiérrez Rubiano, Leydi Caterin Gutiérrez Peña, Sulma Tatiana Gutiérrez 
Rubiano, Ricardo Alberto Gutiérrez Rubiano y Carlos Andrés Gutiérrez 
Rubiano— han sufrido en forma tal que constituye una violación por par-

13		 Cfr. Caso Tibi, Sentencia del 7 de septiembre de 2004, Serie C, No. 114, párr. 159; 
Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia del 8 de julio de 2004, Serie C, No. 
110, párr. 114; y Caso Maritza Urrutia, Sentencia del 27 de noviembre de 2003, Serie C, 
No. 103, párr. 95.
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te del Estado del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación 
con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de aquéllos.

58. Respecto de la determinación de los familiares del señor Wilson 
Gutiérrez Soler que han sufrido una violación a su integridad personal, 
este Tribunal tiene presente que, en su escrito de solicitudes y argumen-
tos, los representantes señalaron a personas adicionales a los familiares 
nombrados en la demanda, a saber: Leydi Caterin Gutiérrez Peña, Sulma 
Tatiana Gutiérrez Rubiano, Ricardo Alberto Gutiérrez Rubiano y Carlos 
Andrés Gutiérrez Rubiano, todos hijos del señor Ricardo Gutiérrez So-
ler. Al respecto, esta Corte observa que el Estado ha objetado que dichas 
personas sean beneficiarias de reparación, ya que no fueron señaladas en 
la demanda. Por otra parte, en sus alegatos finales escritos, los represen-
tantes sólo solicitaron “que sean indemnizados [por daño moral] los hijos 
[de Ricardo Gutiérrez Soler] que fueron reconocidos como víctimas por 
parte del Estado”, dejando por fuera a las cuatro personas mencionadas. 
A pesar de lo anterior, la Corte ha constatado —con base en las decla-
raciones juradas de los familiares en cuestión (supra párr. 41), así como 
el acervo probatorio de este caso en su conjunto— que han sufrido una 
vulneración semejante a su integridad psíquica y moral que los familiares 
del señor Wilson Gutiérrez Soler debidamente indicados en la demanda. 
En razón de ello, el Tribunal considera que dichas personas también son 
víctimas de la violación del artículo 5.1 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de dicho tratado.

59. Finalmente, la Corte estima que el reconocimiento de responsabi-
lidad internacional efectuado por el Estado constituye un avance impor-
tante al desarrollo de este proceso y a la vigencia de los principios que 
inspiran la Convención Americana. El Tribunal aprecia, particularmente, 
la manera como el Estado realizó dicho reconocimiento en la audiencia 
pública del presente caso, es decir, a través de un acto de solicitud de 
perdón dirigido personalmente al señor Wilson Gutiérrez Soler y sus fa-
miliares, lo cual contribuye, según lo expresado por el Estado, a “la dig-
nificación de la víctima y de sus familiares”.

60. A la luz de lo anterior, de acuerdo con su Resolución del 10 de 
marzo de 2005, y en razón de lo manifestado por los representantes en el 
sentido de no aceptar el ofrecimiento del Estado de intentar una solución 
amistosa relativa a las reparaciones y costas y gastos en el presente caso 
(supra párr. 30), el Tribunal procederá a determinar aquéllos.
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B) Reparaciones

Obligación de reparar (aplicación del artículo 63.1 
de la Convención Americana) (restitutio in integrum, 
imposibilidad de alegar disposiciones de derecho interno 
para no cumplir la obligación de reparar)

61. Este Tribunal ha establecido que es un principio de Derecho In-
ternacional que toda violación de una obligación internacional que haya 
producido daño comporta el deber de repararlo adecuadamente […]14

62. El artículo 63.1 de la Convención Americana acoge una norma 
consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentales del 
Derecho Internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los Es-
tados. Al producirse un hecho internacionalmente ilícito imputable a un 
Estado, surge la responsabilidad internacional de éste, con el consecuente 
deber de reparar y hacer cesar las consecuencias de la violación.15

63. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obli-
gación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitu-
ción (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento de la 
situación anterior. De no ser esto factible, como ocurre en la mayoría de 
los casos, entre ellos éste, el tribunal internacional determinará medidas 
para garantizar los derechos conculcados, reparar las consecuencias que 
las infracciones produjeron y establecer una indemnización que compen-
se los daños ocasionados.16 Es necesario añadir las medidas de carácter 
positivo que el Estado debe adoptar para asegurar que no se repitan he-
chos lesivos como los ocurridos en el presente caso.17 Es un principio de 
Derecho Internacional general que la obligación de reparar no puede ser 
modificada o incumplida por el Estado invocando su derecho interno, 
principio constantemente recogido en la jurisprudencia de la Corte.

64. Las reparaciones son medidas que tienden a hacer desaparecer los 
efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto dependen 

14		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 145; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 230; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 122.

15		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 146; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 231; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 122.

16		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 147; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 232; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 123.

17		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 147; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 232; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 123. 
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de las características de la violación y del daño ocasionado en los planos 
material e inmaterial. No pueden implicar enriquecimiento ni empobreci-
miento para la víctima o sus sucesores, y deben guardar relación con las 
violaciones declaradas en la Sentencia.18

A) Beneficiarios

69. La Corte considera “parte lesionada”, en calidad de víctima de 
las violaciones señaladas anteriormente (supra párrs. 52 y 54), al señor 
Wilson Gutiérrez Soler. Asimismo, los familiares del señor Wilson Gu-
tiérrez Soler —es decir, Kevin Daniel Gutiérrez Niño, María Elena Soler 
de Gutiérrez, Álvaro Gutiérrez Hernández (fallecido), Ricardo Gutiérrez 
Soler, Yaqueline Reyes, Luisa Fernanda Gutiérrez Reyes, Paula Camila 
Gutiérrez Reyes, Leonardo Gutiérrez Rubiano, Leydi Caterin Gutiérrez 
Peña, Sulma Tatiana Gutiérrez Rubiano, Ricardo Alberto Gutiérrez Ru-
biano y Carlos Andrés Gutiérrez Rubiano— son víctimas de la violación 
del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma (supra párr. 57). Por tanto, 
dichos familiares también serán beneficiarios de las reparaciones que fije 
el Tribunal.

70. La compensación que la Corte determine será entregada a cada 
beneficiario en su condición de víctima. Si alguna víctima ha fallecido, 
como en el caso del señor Álvaro Gutiérrez Hernández, o fallece antes de 
que le sea entregada la indemnización respectiva, el monto que hubiera 
correspondido a esa persona se distribuirá conforme al derecho nacional 
aplicable.

B) Daño material (concepto, alcance)

74. La Corte se referirá en este acápite al daño material, el cual supone 
la pérdida o detrimento de los ingresos de la víctima, los gastos efectua-
dos con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario 
que tengan un nexo causal con los hechos del caso sub judice,19 para lo 

18		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 148; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 233; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 124. 

19		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 157; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 242; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 129.
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cual, cuando corresponde, el Tribunal fija un monto indemnizatorio que 
busque compensar las consecuencias patrimoniales de las violaciones 
que han sido declaradas en la presente Sentencia. Para resolver sobre el 
daño material, la Corte tendrá en cuenta el acervo probatorio, la jurispru-
dencia del propio Tribunal y los argumentos de las partes.

a) Pérdida de ingresos

75. La Corte, en primer lugar, nota con satisfacción que el propio Esta-
do ha demostrado voluntad para compensar el detrimento de los ingresos 
del señor Wilson Gutiérrez Soler debido a los hechos del presente caso. 
En este sentido, se ha probado que, al momento de su detención ilegal y 
tortura, el señor Wilson Gutiérrez Soler trabajaba en negocios propios y 
ganaba lo suficiente para mantener a su familia (supra párr. 48.17). Asi-
mismo, se encuentra demostrado que, como consecuencia de haber de-
nunciado las torturas, los hostigamientos y persecuciones subsiguientes 
impidieron que el señor Wilson Gutiérrez Soler volviera a encontrar una 
situación laboral estable y, eventualmente, lo forzaron al exilio (supra 
párr. 48.14 y 48.17).

76. Este Tribunal observa que en el expediente no constan compro-
bantes idóneos para determinar con exactitud el ingreso que percibía el 
señor Gutiérrez Soler al momento de los hechos. Al respecto, tomando 
en consideración las actividades que realizaba la víctima como medio 
de subsistencia, así como las circunstancias y particularidades del pre-
sente caso, la Corte fija en equidad la suma de US $60.000,00 (sesenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor del señor Wilson 
Gutiérrez Soler, por concepto de pérdida de ingresos. Dicha cantidad de-
berá ser entregada al señor Wilson Gutiérrez Soler de conformidad con el 
párrafo 70 del presente fallo.

b) Daño patrimonial familiar

77. Se tiene por probado (supra párr. 48.14, 48.15 y 48.16) que la cam-
paña de amenazas, hostigamientos y agresiones no sólo obligó al señor 
Wilson Gutiérrez Soler a huir de Colombia, sino también afectó profun-
damente la situación de seguridad de sus demás familiares. Por ejemplo: 
a) sus padres sufrían amenazas y se colocó una bomba en su casa, por lo 
cual se tuvieron que ir de Bogotá; b) el hermano de Wilson, el señor Ri-
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cardo Gutiérrez Soler, recibió un libro bomba en su casa y fue víctima de 
varios allanamientos y hostigamientos en su lugar de trabajo; y c) perso-
nas desconocidas intentaron secuestrar a uno de los hijos del señor Ricar-
do Gutiérrez Soler. Estas circunstancias difíciles han obligado a la familia 
del señor Ricardo Gutiérrez Soler a cambiarse de casa varias veces y han 
imposibilitado que Ricardo trabaje de una forma seguida para mantener 
a su familia (supra párr. 48.17). Debido a lo anterior, algunos hijos del 
señor Ricardo Gutiérrez Soler se han alejado de la familia y todos se en-
cuentran en situaciones económicas difíciles, con pocas posibilidades de 
estudiar o seguir la carrera de su elección (supra párr. 48.16 y 48.17).

78. La Corte observa que, si bien no se han aportado elementos proba-
torios para precisar los montos, es evidente que el exilio, los traslados de 
vivienda, los cambios de trabajo, así como las otras manifestaciones de 
la grave inestabilidad a la que la familia Gutiérrez Soler se ha visto sujeta 
desde 1994, han impactado seriamente el patrimonio familiar.20 Dado que 
dichas alteraciones fueron una consecuencia directa de los hechos del 
caso —es decir, ocurrieron debido a las denuncias de la tortura sufrida 
por el señor Wilson Gutiérrez Soler, y de los subsiguientes hostigamien-
tos y agresiones sufridos por sus familiares— el Tribunal considera pro-
cedente, en equidad, ordenar al Estado el pago de una indemnización por 
concepto de daño patrimonial familiar de US $75.000,00 (setenta y cinco 
mil dólares de los Estados Unidos de América). Dicha cantidad deberá 
ser entregada de la siguiente manera: US $30.000,00 (treinta mil dólares 
de los Estados Unidos de América) al señor Wilson Gutiérrez Soler, US 
$30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) al se-
ñor Ricardo Gutiérrez Soler y US $15.000,00 (quince mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a la señora María Elena Soler de Gutiérrez, 
de conformidad con el párrafo 70 de la presente Sentencia.

C) Daño inmaterial

82. El daño inmaterial puede comprender los sufrimientos y las aflic-
ciones, el menoscabo de valores muy significativos para las personas y las 

20		 Cfr. Caso Molina Theissen. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), Sentencia del 3 de julio de 2004, Serie C, No. 108, párr. 59; Caso 
Bulacio, Sentencia del 18 de septiembre de 2003, Serie C, No. 100, párr. 88; y Caso de 
la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros). Reparaciones (art. 63.1 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 25 de mayo de 2001, Serie C, No. 
76, párr. 99. 
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alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia 
de la víctima. No siendo posible asignar al daño inmaterial un equivalente 
monetario preciso, para fines de la reparación integral a las víctimas, sólo 
puede ser objeto de compensación de dos maneras. En primer lugar, me-
diante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios 
apreciables en dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable 
del arbitrio judicial y en términos de equidad. Y, en segundo lugar, me-
diante la realización de actos u obras de alcance o repercusión públicos, 
que tengan como efecto, entre otros, el reconocimiento de la dignidad de la 
víctima y evitar la repetición de las violaciones de derechos humanos.21

83. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que 
la sentencia constituye per se una forma de reparación.22 No obstante, por 
las circunstancias del caso sub judice, los sufrimientos que los hechos 
han causado a las víctimas en este caso, el cambio en las condiciones de 
existencia de todas ellas y las demás consecuencias de orden no pecunia-
rio que sufrieron, la Corte estima pertinente el pago de una compensa-
ción, conforme a la equidad, por concepto de daños inmateriales.

84. Teniendo en cuenta las distintas facetas del daño aducidas por la 
Comisión y los representantes, la Corte fija en equidad el valor de las 
compensaciones por concepto de daño inmaterial de conformidad con los 
siguientes parámetros:

a) para fijar la indemnización por el daño inmaterial sufrido por el señor 
Wilson Gutiérrez Soler, la Corte tiene presente que, inter alia: i) fue de-
tenido de una forma arbitraria y sometido a tortura, sufriendo lesiones en 
partes muy íntimas de su cuerpo; ii) su carácter y sus motivaciones para 
denunciar dichos hechos fueron puestos en duda durante los ocho años 
que duró el proceso en su contra por el delito de extorsión, del cual fue 
absuelto en 2002; iii) sufrió una campaña de hostigamientos, agresiones 
y amenazas, por la cual tuvo que salir de su país y a la fecha no ha regre-
sado; iv) como consecuencia de los referidos hechos, su familia se separó 
y él casi perdió su relación con Kevin, su hijo; v) los hechos de tortura y 
las persecuciones subsiguientes aún se encuentran en la impunidad; y vi) 
en razón de todo lo anterior, tiene secuelas físicas y psicológicas que han 
afectado todos los aspectos de su vida;

21		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 158; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 243; y Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, supra nota 6, párr. 199. 

22		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 159; Caso YATAMA, supra nota 2, 
párr. 260; y Caso Fermín Ramírez, supra nota 2, párr. 130. 
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b) en la determinación de las indemnizaciones que corresponden a los 
padres del señor Wilson Gutiérrez Soler, los señores Álvaro Gutiérrez Her-
nández y María Elena Soler de Gutiérrez, se debe tomar en consideración 
que los dos sufrieron amenazas y un atentado, en el que se colocó una 
bomba en su casa; en razón de ello, se vieron obligados a abandonar su 
hogar en Bogotá. A la vez, durante todos los años de persecución, eviden-
temente se preocuparon mucho por la seguridad de sus hijos y sus respec-
tivas familias. Finalmente, el señor Álvaro Gutiérrez Hernández murió sin 
enterarse de las injusticias de que fue víctima su hijo Wilson; por tanto, 
durante muchos años sospechaba que los señores Wilson y Ricardo Gutié-
rrez Soler estaban involucrados en asuntos ilícitos, lo cual claramente le 
causó mucha angustia;

c) en relación con el hijo del señor Wilson Gutiérrez Soler, Kevin Da-
niel Gutiérrez Niño, se debe tomar en cuenta que no fue sino hasta fecha 
reciente que Kevin pudo volver a vivir con su padre y que habían pasado 
varios años sin verse, debido a la situación precaria de seguridad del señor 
Gutiérrez Soler. En este sentido, los hechos del caso casi rompieron los 
lazos entre padre e hijo, así como han alejado a Kevin de sus familiares 
que residen en Colombia;

d) en cuanto al señor Ricardo Gutiérrez Soler, la Corte tiene claro que, 
debido al apoyo constante que brindaba a su hermano Wilson, Ricardo 
fue uno de los blancos principales de la campaña de amenazas, hostiga-
mientos, vigilancia, detenciones, allanamientos y atentados contra la vida 
e integridad personal. Estas circunstancias no sólo han puesto su vida y la 
de su compañera e hijos en grave peligro, sino también han imposibilitado 
que el señor Ricardo Gutiérrez Soler mantenga a su familia, todo lo cual le 
ha causado mucho sufrimiento y angustia; y

e) respecto de los otros familiares del señor Wilson Gutiérrez Soler —es 
decir, Yaqueline Reyes, Luisa Fernanda Gutiérrez Reyes, Paula Camila 
Gutiérrez Reyes, Leonardo Gutiérrez Rubiano, Leydi Caterin Gutiérrez 
Peña, Sulma Tatiana Gutiérrez Rubiano, Ricardo Alberto Gutiérrez Rubia-
no y Carlos Andrés Gutiérrez Rubiano— los hostigamientos, agresiones y 
amenazas acarrearon para éstos temor constante, angustia y sufrimiento. 
Además, todos han padecido una grave alteración en sus condiciones de 
existencia, en sus relaciones familiares y sociales, así como en sus posibi-
lidades de desarrollar sus propios proyectos de vida.

85. Considerando los distintos aspectos del daño inmaterial ocasio-
nado, la Corte fija en equidad el valor de las compensaciones por dicho 
concepto en los siguientes términos:
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a) US $90.000,00 (noventa mil dólares de los Estados Unidos de América) 
a favor del señor Wilson Gutiérrez Soler;

b) US $40.000,00 (cuarenta mil dólares de los Estados Unidos de Amé-
rica) a favor de cada uno de los señores Álvaro Gutiérrez Hernández y 
María Elena Soler de Gutiérrez, padres del señor Wilson Gutiérrez Soler;

c) US $20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de Améri-
ca) a favor de Kevin Daniel Gutiérrez Niño, hijo del señor Wilson Gutié-
rrez Soler;

d) US $50.000,00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de 
América) a favor del señor Ricardo Gutiérrez Soler, hermano del señor 
Wilson Gutiérrez Soler; y

e) US $8.000,00 (ocho mil dólares de los Estados Unidos de América) a 
favor de cada uno de los siguientes familiares del señor Wilson Gutiérrez 
Soler: Yaqueline Reyes, Luisa Fernanda Gutiérrez Reyes, Paula Camila 
Gutiérrez Reyes, Leonardo Gutiérrez Rubiano, Leydi Caterin Gutiérrez 
Peña, Sulma Tatiana Gutiérrez Rubiano, Ricardo Alberto Gutiérrez Rubia-
no y Carlos Andrés Gutiérrez Rubiano.

86. En cuanto al pago de las indemnizaciones, se aplicarán las previ-
siones dispuestas en el párrafo 70 de esta Sentencia.

D) Proyecto de vida

87. La Comisión alegó que el proyecto de vida del señor Wilson Gu-
tiérrez Soler ha sido “destruido[] por la impunidad de los responsables 
y la falta de reparación”. Por su parte, los representantes argumentaron 
que los hechos del caso sub judice cambiaron “radicalmente” su vida, y 
causaron la ruptura “de su personalidad y sus lazos familiares”.

88. El Tribunal considera que los hechos violatorios en contra del se-
ñor Wilson Gutiérrez Soler impidieron la realización de sus expectativas 
de desarrollo personal y vocacional, factibles en condiciones normales, 
y causaron daños irreparables a su vida, obligándolo a truncar sus lazos 
familiares y trasladarse al extranjero, en condiciones de soledad, penuria 
económica y quebranto físico y psicológico. Tal como el señor Gutiérrez 
Soler manifestó, las torturas y los hechos subsiguientes tuvieron conse-
cuencias graves, a saber:

definitivamente esto acab[ó] mi vida —y no sólo la mía— la de mi hijo, 
la de mi esposa […]. Mi familia se perdió, el vínculo familiar de padres-
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hijos se perdió […]. No solamente me quitaron mi propio valor, sino me 
quitaron mi familia, mis padres.

Asimismo, está probado que la forma específica de tortura que la víc-
tima sufrió no sólo ha dejado cicatrices físicas, sino también ha dismi-
nuido de manera permanente su autoestima y su capacidad de realizar y 
gozar relaciones afectivas íntimas.

89. Por las anteriores consideraciones, la Corte reconoce la ocurrencia 
de un daño al “proyecto de vida” del señor Wilson Gutiérrez Soler, de-
rivado de la violación de sus derechos humanos. Como en otros casos,23 
no obstante, el Tribunal decide no cuantificarlo en términos económicos, 
ya que la condena que se hace en otros puntos de la presente Sentencia 
contribuye a compensar al señor Wilson Gutiérrez Soler por sus daños 
materiales e inmateriales (supra párrs. 76, 78, 84.a y 85.a). La naturale-
za compleja e íntegra del daño al “proyecto de vida” exige medidas de 
satisfacción y garantías de no repetición (infra párrs. 103, 104, 105, 107 
y 110) que van más allá de la esfera económica.24 Sin perjuicio de ello, 
el Tribunal estima que ninguna forma de reparación podría devolverle o 
proporcionarle las opciones de realización personal de las que se vio in-
justamente privado el señor Wilson Gutiérrez Soler.

E) Otras formas de reparación (medidas de satisfacción 
y garantías de no repetición)

93. En este apartado el Tribunal determinará aquellas medidas de sa-
tisfacción que buscan reparar el daño inmaterial, que no tienen alcance 
pecuniario, así como también dispondrá medidas de alcance o repercu-
sión pública.25

23		 Cfr. Caso Cantoral Benavides. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana so-
bre Derechos Humanos), Sentencia del 3 de diciembre de 2001, Serie C, No. 88, párr. 80; 
y Caso Loayza Tamayo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), Sentencia del 27 de noviembre de 1998, Serie C, No. 42, párr. 153.

24		 Cfr. Caso Cantoral Benavides, supra nota 23, párrs. 63 y 80.
25		 Cfr. Caso Acosta Calderón, supra nota 2, párr. 163; Caso Comunidad Indígena 

Yakye Axa, supra nota 6, párr. 210; y Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 8, 
párr. 201.
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a) Obligación del Estado de investigar los hechos del caso, 
e identificar, juzgar y sancionar a los responsables

94. La Corte ha tenido por establecido que a la fecha ninguna persona 
ha sido sancionada por los hechos del caso, en particular la detención ile-
gal y arbitraria del señor Wilson Gutiérrez Soler y las torturas infligidas 
a éste (supra párr. 48.10).

95. De esta manera, todavía prevalece, once años después de los he-
chos, la impunidad de los autores de los mismos. La Corte ha defini-
do la impunidad como la falta en su conjunto de investigación, perse-
cución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las 
violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana.26 
El Estado está obligado a combatir esta situación por todos los medios 
disponibles, ya que ésta propicia la repetición crónica de las violacio-
nes de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus 
familiares.27

96. Por lo anterior, el Estado debe investigar efectivamente los hechos 
del presente caso con el fin de identificar, juzgar y sancionar a los autores 
de la detención y torturas al señor Wilson Gutiérrez Soler. Los resultados 
de este proceso deberán ser públicamente divulgados por el Estado, de 
manera tal que la sociedad colombiana pueda conocer la verdad acerca 
de los hechos de este caso.

97. Asimismo, es preciso que tribunales penales ordinarios compe-
tentes investiguen y sancionen a los miembros de la fuerza pública que 
participan en casos de violaciones a derechos humanos.28 Por otra par-
te, el Estado deberá abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, el 
indulto, la prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsa-

26		 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 8, párr. 203; Caso de las Herma-
nas Serrano Cruz, supra nota 6, párr. 170; y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, 
supra nota 13, párr. 148.

27		 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 8, párr. 203; Caso Carpio Nicolle 
y otros, Sentencia del 22 de noviembre de 2004, Serie C, No. 117, párr. 126; y Caso Tibi, 
supra nota 13, párr. 255.

28		 Cfr. Caso 19 Comerciantes, Sentencia del 5 de julio de 2004, Serie C, No. 109, 
párr. 263; Caso Las Palmeras, Sentencia del 6 de diciembre de 2001, Serie C, No. 90, 
párr. 51; y Caso Cantoral Benavides, Sentencia del 18 de agosto de 2000, Serie C, No. 
69, párr. 113.
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bilidad, así como medidas que pretendan impedir la persecución penal o 
suprimir los efectos de una sentencia condenatoria.29

98. Este Tribunal ya se ha referido a la llamada “cosa juzgada fraudu-
lenta”, que resulta de un juicio en el que no se han respetado las reglas 
del debido proceso.30 A la luz del reconocimiento de responsabilidad de 
Colombia y los hechos probados, se desprende que los procesos del pre-
sente caso, ante los tribunales nacionales, estuvieron contaminados por 
tales vicios. Por tanto, no podría invocar el Estado, como eximente de su 
obligación de investigar y sancionar, las sentencias emanadas en proce-
sos que no cumplieron los estándares de la Convención Americana, por-
que no hacen tránsito a cosa juzgada decisiones judiciales originadas en 
tales hechos internacionalmente ilícitos.

99. Al respecto, la Corte tiene presente que existen posibilidades en 
Colombia para reabrir procesos, en los cuales se han emitido sentencias 
absolutorias o decisiones de cesación de procedimiento y preclusión de 
investigación, como las que han mantenido el caso sub judice en la impu-
nidad. En este sentido, el Tribunal valora la disposición del Estado para 
“emprender las acciones para que la entidad competente ejerza la acción 
de revisión, en relación con las providencias definitivas dictadas en […] 
el presente caso”, y dispone que Colombia adopte inmediatamente las 
medidas necesarias para promover dichas actuaciones, las cuales deben 
ser adelantadas dentro de un plazo razonable.

100. Los referidos procedimientos, además, deben tomar en conside-
ración las normas internacionales de documentación e interpretación de 
los elementos de prueba forense respecto de la comisión de actos de tor-
tura, tales como las expuestas por la doctora María Cristina Nunes de 
Mendonça durante su peritaje rendido ante esta Corte (supra párr. 42), y 
particularmente las definidas en el Manual para la investigación y docu-
mentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhuma-
nos o degradantes (“el Protocolo de Estambul”).31

29		 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 8, párr. 206; Caso Huilca Tecse, 
Sentencia del 3 de marzo de 2005, Serie C, No. 121, párr. 108; y Caso de las Hermanas 
Serrano Cruz, supra nota 6, párr. 172. 

30		 Cfr. Caso Carpio Nicolle y otros, supra nota 27, párr. 131 y 132.
31		 Cfr. O.N.U., Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Dere-

chos Humanos, Ginebra, 2001, disponible en: www.unhchr.ch/pdf/8istprot_spa.pdf.
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b) Tratamiento médico y psicológico

101. Analizados los argumentos de los representantes y de la Comi-
sión, así como el acervo probatorio del presente caso, se desprende que 
los padecimientos psicológicos del señor Wilson Gutiérrez Soler y sus 
familiares, derivados de la situación de las violaciones, perduran hasta 
ahora y perjudican sus respectivos proyectos de vida. Para ello, esta Cor-
te estima, como lo ha hecho en otras oportunidades,32 que las reparacio-
nes también deben comprender tratamiento psicológico y psiquiátrico si 
ellos así lo desean.

102. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal 
dispone que el Estado debe brindar gratuitamente, a través de las institu-
ciones de salud que designe, el tratamiento psicológico y psiquiátrico que 
requieran las siguientes personas: María Elena Soler de Gutiérrez, Ricar-
do Gutiérrez Soler, Yaqueline Reyes, Luisa Fernanda Gutiérrez Reyes, 
Paula Camila Gutiérrez Reyes, Leonardo Gutiérrez Rubiano, Leydi Ca-
terin Gutiérrez Peña, Sulma Tatiana Gutiérrez Rubiano, Ricardo Alberto 
Gutiérrez Rubiano y Carlos Andrés Gutiérrez Rubiano. Dicho tratamien-
to debe incluir, inter alia, los medicamentos que puedan ser necesarios. 
Al proveer el tratamiento se deben considerar las circunstancias particu-
lares de cada persona y las necesidades de cada una de ellas, de manera 
que se les brinden tratamientos familiares e individuales. El referido tra-
tamiento debe desarrollarse después de una evaluación individual, según 
lo que se acuerde con cada una de dichas personas.

103. En el caso del tratamiento médico y psicológico del señor Wil-
son Gutiérrez Soler y de la atención psicológica de su hijo Kevin Daniel 
Gutiérrez Niño, ya que los dos están exiliados en los Estados Unidos de 
América, el Estado deberá entregar la cantidad de US $25.000,00 (vein-
ticinco mil dólares de los Estados Unidos de América) al señor Wilson 
Gutiérrez Soler para cubrir los gastos razonables al respecto.

c) Publicación de las partes pertinentes de la presente 
Sentencia

104. El Tribunal afirmó anteriormente que los hechos violatorios en 
contra del señor Wilson Gutiérrez Soler impidieron la realización de sus 

32		 Cfr. Caso Huilca Tecse, supra nota 29, párr. 117; Caso de las Hermanas Serrano 
Cruz, supra nota 6, párr. 197 y 198; y Caso Lori Berenson Mejía, supra nota 6, párr. 238. 
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expectativas de desarrollo personal y vocacional, así como causaron da-
ños irreparables a su vida y reputación (supra párrs. 88 y 89). Por tanto, 
la Corte nota con satisfacción el momento histórico durante la audiencia 
pública cuando los agentes del Estado se pusieron de pie y se acercaron a 
los señores Wilson y Ricardo Gutiérrez Soler, y pidieron perdón en nom-
bre de Colombia por los hechos del presente caso.

105. Asimismo, la Corte estima que, como medida de satisfacción adi-
cional con el fin de reparar el daño sustancial al proyecto de vida y honra 
del señor Wilson Gutiérrez Soler y de sus familiares, así como con el ob-
jeto de evitar que hechos como los de este caso se repitan, el Estado debe 
difundir las partes pertinentes de la presente Sentencia. En este sentido, 
el Estado debe publicar dentro del plazo de seis meses, contados a partir 
de la notificación de la presente Sentencia, al menos por una vez, en el 
Diario Oficial, y en otro diario de circulación nacional, la Sección de esta 
Sentencia denominada Hechos Probados, sin las notas al pie de página 
correspondientes, los párrafos 51 a 59 de la Sección denominada Fondo 
de dicha Sentencia, así como la parte resolutiva de la misma.

d) Difusión y aplicación de la jurisprudencia del Sistema 
Interamericano de Protección de Derechos Humanos 
sobre la jurisdicción penal militar

106. La Corte toma nota con satisfacción de la contribución que el Esta-
do hace a la protección de los derechos humanos, al expresar su voluntad 
de incluir en los cursos de formación y actualización de los funcionarios 
apropiados el estudio de la jurisprudencia del Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos respecto de “los estándares interna-
cionales de efectividad del acceso a la justicia”. Al respecto, el Tribunal 
considera que el Estado debe implementar en los cursos de formación 
de los servidores públicos de la jurisdicción penal militar y de la fuerza 
pública un programa dirigido al análisis de la jurisprudencia del Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos en relación con 
los límites de la jurisdicción penal militar, así como los derechos a las 
garantías judiciales y la protección judicial, como una forma de prevenir 
que casos de violación a los derechos humanos sean investigados y juz-
gados por dicha jurisdicción.33

33		 Cfr., inter alia, Caso 19 Comerciantes, supra nota 28, párrs. 165 a 167, 173, 174 y 
263; Caso Las Palmeras, supra nota 28, párrs. 51 a 54; Caso Cantoral Benavides, supra 
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107. La Corte, asimismo, valora la disposición del Estado de adoptar 
las medidas necesarias para que este caso sea aplicado como una “lección 
aprendida” en los cursos de derechos humanos de los funcionarios de la 
Policía Nacional. Al respecto, el señor Wilson Gutiérrez Soler expresó en 
su testimonio que estaba de acuerdo en que su caso fuera públicamente 
conocido, como una manera de contribuir a que hechos como los que 
sufrió no ocurran a otras personas. En este sentido, el Tribunal considera 
que el Estado debe incluir el caso del señor Wilson Gutiérrez Soler en el 
programa señalado en el párrafo anterior como un elemento pedagógico 
que contribuya a que hechos de esta naturaleza no se repitan.

108. Por otra parte, aunque el estudio de la jurisprudencia del Sistema 
Interamericano de Protección de los Derechos Humanos es un factor cru-
cial en la prevención de hechos como los que afectaron al señor Wilson 
Gutiérrez Soler, el Estado también debe adoptar las medidas necesarias 
para que dicha jurisprudencia y los precedentes de la Corte Constitu-
cional de Colombia respecto del fuero militar sean aplicados de manera 
efectiva en el ámbito interno.

e) Implementación de los parámetros del Manual para 
la investigación y documentación eficaces de la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
(“el Protocolo de Estambul”)

109. La Corte observa que la perito María Cristina Nunes de Men-
donça (supra párr. 42) refirió que los exámenes practicados al señor Wil-
son Gutiérrez Soler son incompletos, ya que no estuvieron acompañados 
de registros fotográficos, así como tampoco se realizó un examen de le-
siones internas. La perito indicó que dichas omisiones incidieron en la 
interpretación posterior de los exámenes y en el resultado de los procesos 
internos que se adelantaron por estos hechos. Asimismo, destacó la im-
portancia de que se apliquen a casos de tortura los parámetros contenidos 
en el Protocolo de Estambul, pues éste describe la forma como deben 
realizarse los exámenes médicos y elaborarse los dictámenes respecto de 
víctimas de tortura o tratos crueles, inhumanos y degradantes. En razón 

nota 28, párrs. 112 a 115, 138 y 139; Caso Durand y Ugarte, Sentencia del 16 de agosto 
de 2000, Serie C, No. 68, párrs. 116, 117, 125 y 126; y Caso Castillo Petruzzi y otros, 
Sentencia del 30 de mayo de 1999, Serie C, No. 52, párrs. 128 a 132 y 161.
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de ello, la perito precisó que la observancia de dichos parámetros evita 
que tales hechos pasen desapercibidos y queden en la impunidad.

110. En tal sentido, la Corte estima que la difusión e implementación 
de los parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul puede con-
tribuir eficazmente a la protección del derecho a la integridad personal 
en Colombia. Por ello, considera que el Estado debe adoptar un progra-
ma de formación que tenga en cuenta dichas normas internacionales, el 
cual debe estar dirigido a los médicos que cumplen sus funciones en los 
centros de detención oficiales y a los funcionarios del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, así como a los fiscales y jueces 
encargados de la investigación y el juzgamiento de hechos como los que 
han afectado al señor Wilson Gutiérrez Soler, con el fin de que dichos 
funcionarios cuenten con los elementos técnicos y científicos necesarios 
para evaluar posibles situaciones de tortura o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. Asimismo, el Tribunal considera necesario que dicho pro-
grama de formación incluya el caso del señor Wilson Gutiérrez Soler 
como una medida dirigida a prevenir la repetición de los hechos.

f) Fortalecimiento de los controles en centros de detención

111. La Comisión y el Estado coincidieron en que es necesario, como 
una medida de prevención, que se fortalezcan los controles existentes 
respecto de las personas privadas de la libertad en Colombia. La Comi-
sión, asimismo, señaló que la evaluación psicológica constante de los 
funcionarios estatales que están en contacto con detenidos sería una im-
portante medida de prevención; además, expresó que el examen físico 
de los detenidos al ingresar al centro de reclusión podría contribuir a la 
detección de actos de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

112. La Corte observa con satisfacción la disposición del Estado en 
relación con este tema importante. Al respecto, el Tribunal dispone que 
Colombia debe adoptar las medidas que sean necesarias para fortalecer 
los mecanismos de control existentes en los centros estatales de deten-
ción, con el propósito de garantizar condiciones de detención adecuadas 
y el respeto a las garantías judiciales. Los referidos mecanismos de con-
trol deben incluir, inter alia: a) la realización de exámenes médicos que 
respeten las normas establecidas por la práctica médica a toda persona 
detenida o presa. Concretamente, se llevarán a cabo en privado bajo con-
trol de los médicos y nunca en presencia de agentes de seguridad u otros 
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funcionarios del gobierno. Dichos exámenes se efectuarán con la menor 
dilación posible después del ingreso del detenido en el lugar de detención 
o prisión y, posteriormente, aquél recibirá atención y tratamiento médico 
cada vez que sea necesario; b) la evaluación psicológica regular de los 
funcionarios encargados de la custodia de las personas privadas de la 
libertad, con el propósito de asegurar que dichas personas presentan un 
adecuado estado de salud mental; y c) acceso frecuente a dichos centros 
para los funcionarios de organismos apropiados de control o de protec-
ción de derechos humanos.34

Costas y gastos

116. Como lo ha señalado la Corte en oportunidades anteriores,35 las 
costas y gastos están comprendidos dentro del concepto de reparación 
consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, puesto que 
la actividad desplegada por las víctimas con el fin de obtener justicia, 
tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones que deben 
ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del Estado es 
declarada mediante sentencia condenatoria. En cuanto a su reembolso, 
corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, que com-
prende los gastos realizados ante las autoridades de la jurisdicción inter-
na, así como los generados en el curso del proceso ante el Sistema Inte-
ramericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto y la 
naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de los derechos 
humanos. Esta apreciación debe ser realizada con base en el principio de 
equidad y tomando en cuenta los gastos señalados y comprobados por las 
partes, siempre que su quantum sea razonable.

117. A la luz de lo anterior, la Corte considera procedente, en equidad, 
ordenar al Estado, por concepto de costas y gastos de este caso, que se 

34		 Cfr. Caso Bulacio, supra nota 20, párr. 131; O.N.U., Conjunto de Principios para la 
Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, 
Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, del 9 de diciembre de 1988, 
principios 24 y 29; y O.N.U., Principios relativos a la investigación y documentación 
eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Adoptados 
por la Asamblea General en su resolución 55/89 Anexo, del 4 de diciembre de 2000, prin-
cipio 6.

35		 Cfr. Caso YATAMA, supra nota 2, párr. 264; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa, 
supra nota 6, párr. 231; y Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 8, párr. 222. 



CASO GUTIÉRREZ SOLER VS. COLOMBIA 421

entregue US $25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos 
de América) al señor Wilson Gutiérrez Soler. De este monto total, la can-
tidad de US $20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de 
América) corresponderá a las costas y gastos del Colectivo de Abogados 
“José Alvear Restrepo”, y US $5.000,00 (cinco mil dólares de los Esta-
dos Unidos de América) corresponderá a las de CEJIL.

Modalidad de cumplimiento (plazo, moneda, mora, 
supervisión de cumplimiento)

118. Para dar cumplimiento a la presente Sentencia, Colombia deberá 
efectuar el pago de las indemnizaciones (supra párrs. 76, 78, 85 y 103) 
y el reintegro de costas y gastos (supra párr. 117) dentro del plazo de un 
año contado a partir de la notificación de la Sentencia. En cuanto a la 
publicación de las partes pertinentes de la Sentencia (supra párr. 105), el 
Estado deberá dar cumplimiento a dicha medida dentro de un plazo de 
seis meses contado a partir de la notificación de la misma. Respecto de 
las otras medidas ordenadas sin un plazo específico dispuesto, el Estado 
deberá cumplirlas dentro de un plazo razonable, contado a partir de la 
notificación de esta Sentencia.

119. El pago de las indemnizaciones establecidas se realizará según lo 
dispuesto en el párrafo 70 de la presente Sentencia.

120. Los pagos relativos al reintegro de costas y gastos serán hechos al 
señor Wilson Gutiérrez Soler, quien efectuará los pagos correspondientes 
según lo dispuesto en el párrafo 117 de la presente Sentencia.

121. El Estado puede cumplir sus obligaciones de carácter pecuniario 
mediante el pago en dólares de los Estados Unidos de América o en una 
cantidad equivalente en moneda nacional del Estado, utilizando para el 
cálculo respectivo el tipo de cambio entre ambas monedas que esté vi-
gente en la plaza de Nueva York, Estados Unidos de América, el día an-
terior al pago.

122. Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las indemnizacio-
nes no fuera posible que éstos las reciban dentro del indicado plazo de un 
año, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, el Estado 
consignará dichos montos a favor de los beneficiarios en una cuenta o 
certificado de depósito en una institución bancaria colombiana solvente, 
en dólares estadounidenses y en las condiciones financieras más favora-
bles que permitan la legislación y la práctica bancaria. Si al cabo de diez 
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años la indemnización no ha sido reclamada, la cantidad será devuelta al 
Estado con los intereses devengados.

123. En el caso de la indemnización ordenada a favor de los beneficia-
rios menores de edad, el Estado deberá aplicar su monto a una inversión 
bancaria a nombre de éstos en una institución colombiana solvente, en 
dólares estadounidenses o en moneda nacional, a elección de quien le-
galmente los represente. La inversión se hará dentro del plazo de un año, 
en las condiciones financieras más favorables que permitan la legislación 
y la práctica bancaria mientras sean menores de edad. Podrá ser retirado 
por los beneficiarios cuando alcancen la mayoría de edad o cuando, de 
acuerdo con el interés superior del niño y por determinación de una au-
toridad judicial competente, así se disponga. Si transcurridos diez años 
contados a partir de la adquisición de la mayoría de edad no es reclamada 
dicha indemnización, la suma será devuelta al Estado con los intereses 
devengados.

124. Los montos asignados en la presente Sentencia bajo los concep-
tos de indemnización del daño material, inmaterial y costas y gastos no 
podrán ser afectados, reducidos o condicionados por motivos fiscales ac-
tuales o futuros. Por lo tanto, deberán ser entregados a los beneficiarios 
en forma íntegra conforme a lo establecido en la Sentencia.

125. En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un 
interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al interés bancario 
moratorio en Colombia.

126. Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad 
inherente a sus atribuciones de supervisar el cumplimiento íntegro de la 
presente Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado 
haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente fallo. Dentro 
del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, 
Colombia deberá rendir a la Corte un informe sobre las medidas adopta-
das para dar cumplimiento a esta Sentencia.




